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1. Introducción

Resulta para m í un honor participar de este m erecido hom enaje al 
ilustre jurista, Don Guillermo Antonio B orda.

Es de toda justicia destacar la personalidad y la obra de quien fuera 
abogado, magistrado, jurista, catedrático y, por sobre todo, una perso­
na de profundas convicciones éticas, que supo volcar en su accionar 
profesional, personal y familiar.

Obvio es recordar que sus obras nos han acom pañado durante toda 
la carrera de derecho y, por supuesto, siguen haciéndolo hoy en la tarea 
docente y de investigación.

Lamentablemente, no he tenido trato frecuente con el Dr. Borda, lo 
he conocido, escuchado, leído y conversado con él en alguna jornada 
nacional de derecho civil. Pero en ese breve trato he podido apreciar la 
hum ildad que lo caracterizaba y que solo demuestra que se trataba de 
un “grande de corazón” .

Con sus hijos me une una relación de profunda afinidad espiritual y 
personal y, por tanto, a pesar de vivir en distintas ciudades, com parti­
m os una, para mí, herm osa amistad.

Es por todo ello que no dudé un momento cuando tan gentilmente el 
Dr. Luis M oisset de E spanés me sugiriera participar de este homenaje, 
invitación que se concretara a través del Dr. M anuel Cornet. Creo que 
el Dr. B orda, “Don Guillerm o” , con todo el respeto, se lo merece.

Dentro de la impronta humanizadora de la reforma de 1968, im pul­
sada por B orda, el tem a de la interpretación de los contratos ocupa un 
lugar de privilegio.

El artículo 1198, incorporado por la Ley 17.711, que establece expre­
samente que los contratos deben “celebrarse, interpretarse y ejecutarse 
de buena fe” , ha marcado claramente una actitud de valorizar una con­
ducta ética; incorporando definitivam ente la cuestión m oral a la con ­
ducta esperada en los negocios jurídicos.

Más allá de ello, en la segunda parte del prim er párrafo, expresa su 
preocupación por el sujeto y, tal vez, por la existencia de sujetos más 
débiles, cuando reza: “de acuerdo a lo que verosímilmente las partes en­
tendieron o pudieron entender” ; sin embargo, impone una conducta dili­
gente, al normar que debe haber sido “obrando con cuidado y previsión” .

En este m ism o párrafo podría entreverse un anticipo de la doctrina 
de los propios actos, puesto que verosímilmente las partes entienden de 
acuerdo a lo escrito, pero tam bién conform e a la conducta de la otra 
parte y de acuerdo a ello, esperan resultados.
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En los demás párrafos del artículo, al establecer la posibilidad de 
revisión del contrato en caso de excesiva onerosidad sobreviniente, se 
establece la regla rebus sic stantibus, com o una excepción al principio 
pacta  sunt servanda; tam bién teniendo presente que las circunstan­
cia s  que no le  sean  im p u ta b le s  a u n a  p a rte  no p u ed en  ser 
“aprovechadas”por la otra. Tan es así que, en una aplicación de los 
deberes accesorios de conducta, de aquel de lealtad y cooperación, que 
impone que ninguna de las partes debe optar por la obligación que cau­
se perjuicio a la otra, perm ite im pedir la resolución, “ofreciendo m ejo­
rar equitativamente los efectos del contrato” .

Evidentemente, todas estas consideraciones nos ponen ante un con­
cepto de buena fe probidad, que presume deberes accesorios de conduc­
ta, que pueden ser exigidos com o parte de la prestación, tom ando en 
cuenta los aspectos axiológicos de la reforma. Nuevamente, en esta so­
lución, se incluye el carácter moral, el referir a la equidad, com o prin ­
cipio rector.

Es por eso que consideré al propuesto un tema interesante para abor­
dar en este homenaje. Sin embargo, en el curso de la exposición se seña­
lará la evolución sufrida por los instrumentos negociales y los consecuen­
tes cambios operados en los principios aplicables para su interpretación.

2. E volución del concepto de contrato

Cuando nos proponem os hablar de la interpretación de los contra­
tos, en prim er término debemos aclarar a qué contrato nos referimos. A  
lo largo de este estudio pondrem os de m anifiesto la evolución experi­
mentada por tal instrumento jurídico, a través del tiempo y con la irrup­
ción de la estandarización, actualmente vigente.

Como punto de partida, podemos brindar el siguiente concepto: “Hay 
contrato cuando dos personas de idéntica situación jurídica e igual fuerza 
económ ica exponen en un libre debate sus pretensiones opuestas, h a ­
ciéndose concesiones recíprocas y term inando por concluir un acuerdo 
donde ellas han valorado todos sus térm inos y que están bien seguros 
de la expresión de su voluntad com ún”, (G ounot, 1912)1. O m encionar 
la definición brindada por el Código Civil de V élez Sársfield, aun hoy

1 Gustavo Vallespinos, El contrato por adhesión, p. 215. También, Venini - 
Suárez - Conde, “De lo clásico a lo moderno en materia contractual”, Jurispru­
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vigente, al decir: “H ay contrato cuando varias personas se ponen de 
acuerdo sobre una declaración de voluntad común, destinada a reglar 
sus derechos”2. Resulta fácil colegir que ambos conceptos se correspon­
den con la concepción de los códigos decimonónicos, de corte netamente 
liberal e individualista. En la evolución operada en el ámbito negocial, 
sobrevenida la masificación de los contratos, ha surgido el llamado “Con­
trato de Consum o” , cuyo aspecto objetivo está definido com o aquellos 
celebrados entre consumidores y proveedores.

Ahora bien, éstos constituyen, hoy, la proporción mayoritaria de los 
contratos que se celebran día a día; es más, son los que celebra el “ciuda­
dano de a pie” , el común de las personas; es la base del derecho patrim o­
nial privado. Resulta interesante destacar que la relación jurídica de 
consumo tiene com o elementos subjetivos al consumidor y al proveedor 
— en sentido lato—  de bienes o servicios, cuyas definiciones están conte­
nidas en la Ley de Defensa del Consumidor, N° 24.240, en nuestro país.

El artículo 1°, dice: “ [...] Se consideran consumidores o usuarios, las 
personas físicas o jurídicas que contratan a título oneroso para su con­
sum o final o beneficio propio o de su grupo fam iliar o social” .

Cabe destacar que dichos contratos deben versar sobre: a) adquisi­
ción o locación de cosas m uebles; b) la prestación de servicios; c) la 
adquisición de inm uebles nuevos destinados a vivienda, incluso los lo ­
tes de terreno adquiridos con el m ism o fin, cuando la oferta sea pública 
y dirigida a personas indeterminadas” .

En su artículo 2° se refiere a los proveedores de cosas o servicios 
com o “ [...] todas las personas f ís ica s  o jurídicas, de naturaleza pública 
o privada que, en form a profesional, aun ocasionalm ente, produzcan, 
importen, distribuyan o com ercialicen cosas o presten servicios a con ­
sumidores o usuarios [...]” . Quedan excluidos expresamente los profe­
sionales liberales, con título universitario y matrícula otorgada por co­
legios profesionales o autoridades habilitadas para ello, salvo aquello 
que hubieran prom etido en la publicidad. Tam bién se excluyen a los 
empresarios, que realizan los contratos para incorporar las cosas a pro­
cesos de industrialización o comercialización.

Definido este ámbito objetivo, podemos observar claramente que en 
los contratos de consum o, existe una parte fuerte, constituida por el 
experto — proveedor, y una parte débil, encarnada por el profano—  con­

dencia Argentina, t. I, Buenos Aires, 1989, p. 1074, citado por Juan M. Fariña, 
Contratos comerciales modernos, Astrea, Buenos Aires, 1997, p. 167.
2 Art. 1137, Código Civil argentino.
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sumidor, de allí que el consum idor merece una protección, otorgada en 
virtud de la distorsión del equilibrio negocial, que deviene de la diferen­
cia señalada.

Esta disparidad de fuerzas en la contratación con consum idores, 
establece que los contratos que se celebran son de carácter predispuesto 
o de adhesión, generalmente a condiciones generales, resultando prác­
ticamente nula la participación de la “parte débil”, en la form ación del 
consentimiento, atento la inexistencia de negociaciones previas, dado el 
carácter de los actos jurídicos celebrados.

3. Interpretación de los contratos

Adentrándonos en el tema que nos convoca, deviene interesante de­
finir qué se entiende por “interpretar” . En tal sentido, el Diccionario de 
la Real Academ ia sostiene que es: “declarar el sentido de una cosa, y  
principalm ente el de textos faltos de claridad  3” .

Etimológicamente deriva de desenredar, desentrañar.
Vale decir que interpretar un contrato equivaldría a desentrañar el 

sentido de las declaraciones en él insertas, buscando explicar cuál ha 
sido la “voluntad com ún de las partes” . En tal sentido se expiden los 
P rincip ios sobre los C ontratos C om ercia les Internacionales, de 
UNIDROIT, en su artículo 4.1, prim era parte, al expresar: “E l contra­
to debe interpretarse conform e a la intención com ún de las partes”4.

El Dr. Rubén Stiglitz m anifiesta al respecto: “estam os en pre­
sencia de la reconstrucción del pensam iento y de la voluntad de las 
partes, a la vez que dándole sentido a las declaraciones realizadas en 
pos de una intención eminentemente obligacional”5.

Corresponde aclarar que todo contrato puede necesitar interpreta­
ción, aunque sea claro, a efectos de establecer nítidamente su sentido. 
No resulta necesaria la existencia de am bigüedades u oscuridad, que 
prom uevan dudas. En estos últimos casos se aplicarán los principios

3 Diccionario de la Lengua Española, 21a ed., t. II, Espasa Calpe, Madrid, 
España, 1992, p. 1181.
4 UNIDROIT, Principios sobre los contratos comerciales internacionales, Edi­
ción del Ministerio de Justicia y del Derecho, Dirección General de Asuntos 
Internacionales de la República de Colombia, Santa Fe de Bogotá, Colom­
bia, 1997, p. 130.
5 Rubén S. Stiglitz (director), Contratos. Teoría General, t. II, Depalma, Bue­
nos Aires, 1993, p. 212.
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correctores tales com o el favor debitoris o, en los casos de contratos de 
adhesión, la interpretación contraproferentem . E l prim er paso puede 
ser cumplido por las partes y sólo en caso de disidencias, será necesaria 
la intervención de un tercero, que puede ser el Juez o un árbitro, a 
efectos de determinar el verdadero y definitivo alcance de las obligacio­
nes recíprocas” . Como señala Díez Picazo se trata de reconstruir el pen­
sam iento y la voluntad de las partes considerado en su com binación y 
de atribuir sentido a las declaraciones realizadas por los contratantes. 
La interpretación es así una tarea de indagación de la concreta “inten­
ción” de los contratantes (artículo 1281 Código Civil español), pero es 
también una tarea de atribución de ‘sentido’ a la declaración ( artículos 
1284 y 1285 Código Civil español)”6. También dicha Interpretación de­
berá realizarse considerando al contrato com o un todo, y sus cláusulas 
com o integrantes del mismo, dentro del contexto. Así se encuentra es­
tablecido en el artículo 218, inciso 2 del Código de Comercio Argentino7 
y, en otro orden, en el artículo 4.4 de los Principios de U N ID RO IT 8.

4. P rincipios clásicos de interpretación de los contratos

4.1. A u to n o m ía  d e  la  v o lu n ta d

Este principio se encuentra expresamente consagrado en el artículo 
1197 del Código Civil, que dice: “Las convenciones hechas en los contra­
tos form an para las partes una regla a la cual deben someterse com o a 
la ley misma” . Dicho artículo no ha sufrido modificaciones por parte de 
la Ley 17.711, m anteniéndose en plenitud a la autonom ía de la volun ­
tad como posibilidad de autorregulación de sus derechos por los particu­
lares, con el respaldo legal, que le da fuerza obligacional. Es una clara 
aplicación del principio pacta  sunt servanda.

6 Francisco Capilla Roncero - Ángel M. López y López - Joaquín Revuelta 
García - María Rosario Valpuesta Fernández, ob. cit., p. 344.
7 Artículo 218 del Código de Comercio: “Siendo necesario interpretar la cláu­
sula de un contrato, servirán para la interpretación las bases siguientes: [...]
2. Las cláusulas equívocas o ambiguas deben interpretarse por medio de los 
términos claros y precisos empleados en otra parte del mismo escrito, cui­
dando de darles, no tanto el significado que en general les pudiera convenir, 
cuanto el que corresponda por el contexto general [... ]”.
8 Artículo 4.4. Las cláusulas y expresiones se interpretarán en función del 

contrato en su conjunto o de la disposición en la cual se encuentren.
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Esta visión resulta plenamente de aplicación para aquellos contra­
tos definidos en el artículo 1137 del m ism o cuerpo legal, es decir para 
los celebrados entre pares, tam bién llam ados “paritarios” o “negocia­
dos” , puesto que llevan en su génesis una etapa de discusión y negocia­
ción respecto de su contenido.

La autonomía privada form a parte del poder de autodeterminación 
de la persona y habilita, en este orden, dos ámbitos de libertades: a. la 
libertad para contratar cuando y con quien se decida y b. la libertad 
para definir el contenido del contrato.

Es el reconocim iento de la aptitud del sujeto para el ejercicio de sus 
facultades con el objeto de crear reglas de conducta para sí y en relación 
con los demás, lo que traerá aparejada la consiguiente responsabilidad 
por sus actos, com o contracara del otorgam iento de la libertad.

4.2. B u e n a  fe

La buena fe ha sido expresamente introducida como inform adora de 
todo el derecho, por la Ley 17.711, y aflora referida a la conducta negocial 
en el artículo 1198 del Código Civil, cuando regla: “Los contratos deben 
celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe  y de acuerdo con lo 
que verosímilmente las partes entendieron o pudieron entender, obran­
do con cuidado y previsión” . De este texto deriva que dicho principio ha 
sido establecido, entre otros aspectos, concretamente respecto de la in ­
terpretación de los contratos.

En inicio, importa para las partes com portarse com o lo hace la gen­
te honesta, con lealtad y rectitud; y para el intérprete — sean las m is­
mas partes o un tercero— , del m ism o m odo.

Por su trascendencia, constituye una directiva de reciprocidad, es 
decir que podrá ser exigida igualmente a todas las partes intervinientes 
en el “proceso contractual” , tanto en su génesis com o en el desarrollo, la 
extinción del negocio, y aun posteriorm ente a esta última.

Im porta un com ponente ético-social, que refleja claram ente la filo­
sofía m oralizadora de la reform a de 1968, y el pensam iento del Dr. 
Guillermo Antonio Borda.

Obviam ente, constituye la base de la confianza y la seguridad 
negocial, sustentos del sistema de derecho privado.

Refiriéndose al rol de la buena fe en las relaciones de consum o, el 
Dr. Roberto A. Vázquez Ferreyra manifiesta: “Entre sus funciones, la 
buena fe, cumple un papel integrador con fuerza jurígena, ampliando el
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conjunto de obligaciones propias de todo negocio jurídico en particular. 
De esta forma, la buena fe amplia el marco de las pretensiones más allá 
de lo estrictam ente estipulado por las partes. [...] De esta form a, la 
buena fe, en su función que analizamos, acuerda al consumidor o usua­
rio el derecho a exigir no sólo las calidades propias genéricas del bien o 
servicio de que se trate, sino tam bién todo lo que se ha ofrecido en la 
actividad promocional, aunque no se haya particularizado individual­
mente en el contrato”9.

Resulta oportuno recordar que este tema puede considerarse desde 
dos aspectos:

a. La buena fe subjetiva, también llamada creencia, que consiste en 
la conciencia del sujeto de obrar conforme a derecho; en ella existe volun­
tad de obrar honestamente, y convicción de no dañar un interés ajeno 
tutelado jurídicamente. Generalmente es requerida para la obtención de 
derechos, como por ejemplo, en la prescripción adquisitiva. Se relaciona 
con la protección de la confianza que suscita una apariencia creada.

“La creencia del sujeto puede recaer, pues, tanto sobre su posición 
personal (que su declaración corresponde a su voluntad) com o sobre la 
posición de la otra parte (que la declaración de la otra parte corresponde 
a la voluntad de ésta)” 10.

b. La buena fe objetiva, denom inada asimismo com o probidad, que 
im porta la lealtad y la honestidad en el com portam iento de las partes; 
en el ajustarse a lo convenido en el contrato; incluye tanto el fiel cum ­
plim iento de lo pactado com o los deberes accesorios de conducta, a que 
nos referiremos más adelante. Importa exigir al individuo una conduc­
ta veraz, leal, coherente, sin engaños o argucias que puedan producir 
daño; así com o todas las conductas diligentes y de cooperación al buen 
desarrollo de la relación contractual. Se encuentra íntim am ente rela­
cionada con lo dispuesto en el artículo 1198 del Código Civil, cuando 
expresa que la ejecución debe ser hecha: “de acuerdo a lo que verosím il­
mente las partes entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado 
y previsión” ; es decir con la confianza; y también con la “doctrina de los 
propios actos” , que abordarem os luego. Su aplicación se extiende más

9 Roberto A. Vázquez Ferreyra, “Publicidad, buena fe y protección al consu­
midor”, en Derecho del Consumidor, t. 1, Juris, Santa Fe, 1991, p. 128.
10 Manuel De la  Puente y Lavalle, El contrato en general. Comentarios a la 
sección primera del libro VII del Código Civil, t. II, 3a ed., Fondo Editorial de la 
Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima, 1996, p. 81.
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allá de la vigencia propia del contrato, alcanzando a los tratos prelim i­
nares y aun al período posterior a la extinción del contrato.

Como ya señaláramos, de este aspecto de la buena fe derivan:
1. Deberes principales, que son los que surgen del contrato en sí. Res­

ponden a la pregunta “¿Qué se debe?” ; por ejemplo, en una compraventa 
— tomada en su aspecto más elemental y sencillo—  existe obligación de 
entrega de la cosa, para el vendedor, y pago del precio, para el comprador.

2. Deberes accesorios de conducta, que im portan actitudes de dili­
gencia, cooperación, información, seguridad, garantía. Refieren a “Cómo 
se debe cumplir?” , por ejemplo, y rem itiéndonos al contrato referido en 
el párrafo anterior, en el caso de venderse cosas peligrosas, corresponde 
al vendedor la obligación de brindar inform ación veraz acerca de los 
riesgos, así com o del modo de empleo de aquellas. El caso com entado se 
relaciona con el deber accesorio de seguridad, exigido expresamente en 
el artículo 5° de la ley 24.24011, así com o en el artículo 1414 del Código 
Civil12.

Estos deberes resultan aplicables con mayor rigor en los contratos a 
plazo o de tracto sucesivo, en que la cooperación debida a la otra parte 
im portará considerar su interés y actuar de m odo de no perjudicarla. 
De hecho, establecen un límite al abuso del derecho, que pretenda ser 
ejercido por la otra parte. Se fundan en deberes de convivencia y de 
solidaridad social.

De hecho, exceden a las prestaciones comprometidas expresamente 
en el texto contractual y devienen del principio en comentario. Sin em ­
bargo, la mayoría de la doctrina sostiene que, aunque no estén expresa­
mente convenidos, de su inobservancia deriva incumplimiento del con­
trato, y com o tal puede ser reclamado. Aplicación de lo antedicho resulta 
lo establecido para el caso de las obligaciones alternativas, en el sentido 
que, si la elección está a cargo del vendedor, no pueda elegir la cosa de 
m enor valor; y si está en m anos del com prador, la más onerosa.

11 Artículo 5°, Ley 24.240: “Protección al consumidor. Las cosas y servicios 
deben ser suministrados o prestados en forma tal que, utilizados en condi­
ciones previsibles o normales de uso, no presenten peligro alguno para la 
salud o integridad física de los consumidores o usuarios”.
12 Artículo 1414, Código Civil (refiriéndose a las obligaciones del vendedor): 
“Debe sanear la cosa vendida, respondiendo por la evicción al comprador, 
cuando fuese vencido en juicio, por una acción de reivindicación u otra acción 
real. Debe también responder de los vicios redhibitorios de la cosa vendida”.
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Párrafo aparte m erece el deber de reserva, por sus efectos más allá 
del térm ino de vigencia del negocio jurídico. Efectivamente, éste se ex­
tiende a un plazo prudencial, si no ha sido expresam ente convenido, y 
consiste en la prohibición para quien ha accedido a inform ación secre­
ta, que podría ser de fórmulas, procesos o procedim ientos, en m érito a 
la confianza, y que posteriormente preste servicios a un competidor. Se 
halla em parentado con la lealtad, que subsiste, en estos casos, aun 
concluida la relación.

Se estim a que, aun no estando expresam ente convenidos, form an 
parte de las obligaciones derivadas del negocio jurídico, y en tal sentido 
su incumplimiento deviene en responsabilidad de tipo contractual. Así 
lo considera D íez P icazo, cuando opina: “Por eso, hay que entender que 
cualquier incum plim iento de estos deberes accesorios integrados en la 
relación contractual genera también una responsabilidad contractual. 
Entre estos deberes accesorios de conducta, integrados en la relación 
contractual se encuentran, especialmente, los llamados deberes de in­
form ación y los deberes de protección13” .

Englobando todos estos supuestos, las V  Jornadas Bonaerenses de 
Derecho Civil y Comercial (Junín, 1992) entendieron que “el obrar de 
buena fe com prende los deberes de diligencia, previsión, cooperación, 
reserva, custodia y lealtad” .

4. 3. A lte ru m  n o n  la e d er e

Este principio resulta un deber genérico, extracontractual, de “no 
dañar” , un reflejo en el ámbito contractual, que deviene aplicable a 
todas las relaciones negociales, y está relacionado con la prohibición de 
incurrir en abuso del derecho, im poniendo una conducta de respeto y 
conservación del interés de la otra parte y la consecuente colaboración 
activa en el cum plim iento de la prestación a su cargo. Derivan de él, 
principalmente, deberes de seguridad y garantía14; así como el de abste­
nerse de toda conducta que pueda traer com o consecuencia la frustra­
ción del fin  del contrato.

13 Luis Díez Picazo y Ponce de León, Derecho de daños, Civitas, Madrid, 1999, 
p. 265.
14 Artículos 5°, 6°, 11 y 12 de la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor.
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4. 4. D o c tr in a  d e  lo s  p r o p io s  a c to s

La doctrina de los propios actos es aquella en virtud de la cual cada 
una de las partes de una relación jurídica tiene el deber de actuar cohe­
rentem ente, generando, con ello, en la otra, confianza basada en la 
previsibilidad de su accionar. Se encuentra íntimamente ligada al prin­
cipio de la buena fe y a lo que “verosímilmente” pueda interpretar y espe­
rar como conducta futura, la otra parte. Responde a la necesidad de no 
malograr la confianza que recíprocamente se genera en ambos sujetos.

Su fundam ento está dado en que la conducta anterior ha originado, 
objetivam ente, confianza en su perm anencia y coherencia en la ejecu­
ción y cum plim iento de lo pactado. Su contradicción será interpretada 
com o un actuar de mala fe, reñido con los principios de lealtad y probi­
dad.

4. 5. C o n s e r v a c ió n  d e l c o n tr a to

El principio que establece que tanto la interpretación com o la even­
tual integración de los contratos debe hacerse de tal modo de conservar­
los, es decir tendiente a su validez; se deriva de la necesidad tanto eco­
nóm ica com o jurídica de no frustrar el fin que las partes han tenido en 
m ira al contratar, teniendo presente que la intención de las mismas, 
lógicamente, debiera ser el logro de las prestaciones mutuamente pre­
tendidas; esto es, el interés particular que los ha llevado a form alizar 
en cada caso el negocio jurídico.

El artículo 218, inciso 3, del Código de Com ercio15 im pone la inter­
pretación a favor de la conservación del contrato.

5. Contratos de consumo:

Constituyen la generalidad de las transacciones que se celebran a 
diario, sobre todo por el ciudadano com ún, el consumidor. En ellos,

15 Artículo 218: “Siendo necesario interpretar la cláusula de un contrato, 
servirán para la interpretación las bases siguientes: [...] 3) Las cláusulas 
susceptibles de dos sentidos, del uno de los cuales resultaría la validez, y del 
otro la nulidad del acto, deben entenderse en el primero. Si ambos dieran 
igualmente validez al acto, deben tomarse en el sentido que más convenga a 
la naturaleza de los contratos, y a las reglas de la equidad [...]”
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com o ya mencionáramos, existe generalmente una parte fuerte, consti­
tuida por el experto — proveedor, y una parte débil, encarnada por el 
profano—  consumidor.

La mencionada disparidad de fuerzas tiene tres dimensiones: econó­
mica, ya que en la m ayoría de los casos el em presario posee m ayor 
poder en tal sentido; cognoscitiva, puesto que el proveedor es el experto 
en la cosa o servicio que ofrece; y jurídica, derivada de la facultad ejer­
cida por el proveedor, de predeterm inar el contenido del contrato.

Consideram os a esta últim a com o de m ayor relevancia y que se 
presenta en todos los casos de contratos celebrados por adhesión a con­
diciones generales, que constituye el m edio más usual de negociación 
en las relaciones de consumo.

Realmente, en términos clásicos, no existe una “Voluntad com ún” , 
dado que el contenido del contrato responde a la voluntad de una sola de 
las partes y a la otra sólo le cabe el aceptar o no sus condiciones, ponien­
do de manifiesto una absoluta restricción de su autonomía de la volun­
tad.

Existe un propósito práctico perseguido por las partes, que es la 
celebración del contrato y su consecuente cumplimiento. Como bien lo 
señalan M azeaud y Chabas16, en los contratos de adhesión no es posible 
interpretar una voluntad com ún porque ésta no existe.

Así lo ha entendido la jurisprudencia argentina, al expresar: “En los 
contratos por adhesión el adherente se encuentra en la imposibilidad de 
discutir e intentar m odificar las cláusulas predispuestas porque sólo 
puede aceptarlas o no en su integridad. Por ello, el juez debe sustituir al 
adherente y soslayar con su autoridad jurisdiccional aquella imposibili­
dad cuando la actitud del predisponente importe un ej ercicio abusivo de 
su poder de decisión, valorando a tal fin la naturaleza, las circunstan­
cias del contrato, la buena fe, el uso y la práctica observados en el 
com ercio en casos análogos, para mantener así el equilibrio de las pres­
taciones y el principio del pacta  sunt servanda  frente a las limitaciones 
del Bargainin Pow er de la parte débil”17.

16 León, Henri y Jean Mazeaud - François Chabas, Leçons de Droit Civil, t. II, 
vol. 1, N° 350, 6a ed., Montchrestien, París, 1978. Citado por Ricardo Luis 
Lorenzetti, Consumidores, nota 40, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2003, p. 220.
17 Cámara Nacional Comercial, Sala B, 26/03/93, “Sucarrat, Gustavo A. c/ 

Banco de Galicia y Buenos Aires S. A.”, LL, 1994-E-437. JA, 1994-I-439.
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Ante tal situación de disparidad resulta imprescindible la interven­
ción de los operadores jurídicos, a efectos de intentar una solución que 
contemple la posibilidad de reimplantar la equidad de las prestaciones, 
toda vez que ésta se vea alterada por contenidos abusivos o perjudicia­
les para la parte adherente.

En tal sentido, el M aestro M oisset de E spanés opina: “Pocas cosas 
hieren tanto el sentido de justicia, com o el desequilibrio entre las pres­
taciones intercam biadas por las partes, desigualdad que puede ser el 
fruto del aprovechamiento de la situación de inferioridad en que se en­
cuentra el otro sujeto, o que puede aparecer con posterioridad a la cele­
bración del contrato, por una alteración de circunstancias que torna 
sumamente gravosa la situación para una de las partes. El que preten­
de aprovechar ese desequilibrio, sea originario o sobrevenido, atenta 
contra la buena fe que debe inspirar toda relación negocial, lo que exige 
al jurista  aguzar su ingenio en la búsqueda de un rem edio que haga 
reinar en su plenitud la justicia contractual” 18.

6. P rincipios de interpretación de los contratos de consumo

6. 1. In te r p r e ta c ió n  t íp ic a

“Un texto se puede interpretar tom ando en cuenta lo que quisieron 
las partes, atendiendo a su psicología o bien a lo objetivo, a lo técnico. 
En el prim er caso se pretende obtener lo que quisieron las partes, en el 
segundo, el significado social; en el prim ero se toma en cuenta el com ­
portam iento individual, y en el segundo la situación típica” 19.

Teniendo presente que los contratos de consumo son redactados para 
una m ultiplicidad de relaciones negociales, sin tener en cuenta el suje­
to determinado que finalm ente lo suscribe, la interpretación deberá ser 
objetiva, tomando com o base a un hombre modelo integrante del grupo 
de consum idores al que va dirigida esa oferta. No se consideran las 
particulares características del adherente; se excluye “la consideración 
de las circunstancias que eran conocidas o podían ser conocidas sola­

18 Luis Moisset de Espanés, “Ponencia presentada al Congreso realizado en 
Lima, Perú, 1989”, publicada en el Libro del Congreso, cuya versión dispongo 
por gentileza de su autor, p. 2.
19 Ricardo Luis Lorenzetti, Consumidores, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2003, p. 221.
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m ente por el cliente en cuestión. Antes bien, hay que indagar cóm o 
pudo y debió necesariamente entender las condiciones un miembro medio 
del círculo de que se trate”20.

Este criterio se menciona en la Convención de Viena sobre Compra­
venta Internacional de M ercaderías (1980), así com o en los Principios 
sobre los Contratos Comerciales Internacionales, de UNIDROIT, en su 
artículo 4.1, segundo párrafo21.

6. 2. F a v o r  d eb ito r is  - F a v o r  d eb ilis

El antiguo principio Favor debitoris, especificado en el ya citado 
artículo 218 del Código de Comercio, en su inciso 7, ha m udado en la 
actualidad al favor debilis, ampliando, de ese modo, su espectro. Parti­
cularm ente, para interpretar las obligaciones de los consum idores y 
usuarios debe aplicarse el principio“favor al débil” , orientador insosla­
yable para todas las relaciones regidas por la legislación específica, te­
niendo presente el carácter de orden público que ostenta dicha normati­
va y la disparidad de fuerzas habida en la contratación. En tal sentido, 
el artículo 37 de la ley 24.240, norma: “La interpretación del contrato 
se hará en el sentido más favorable para el consumidor. Cuando exis­
tan dudas sobre los alcances de su obligación se estará a la que sea 
m enos gravosa” . De allí deriva, tam bién que, cuando hubiere dudas 
sobre los alcances de la obligación del consumidor, debe estarse a favor 
de su liberación.

La ultima ratio de este principio está constituida por la necesidad de 
la existencia de una finalidad tuitiva, desde la legislación, con el obj eto de 
intentar restablecer el equilibrio general del sinalagma, superando las 
diferencias de poder habidas en su génesis, y materializadas en cláusu­
las abusivas o desequilibrantes de los derechos y deberes de las partes.

Esta orientación ha sido receptada por la Suprema Corte de Justicia 
de la provincia de Buenos Aires, al resolver que: “resulta de buena her­

20 Karl Larenz, Tratado de Derecho Civil alemán, Parte General, Edersa, 
Madrid, 1978., p. 468. Citado por Ricardo Luis Lorenzetti, Consumidores, 
nota 42, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2003, p. 221.
21 Artículo 4.1: “ [...] Si dicha intención no puede establecerse, el contrato se 

interpretará conforme al sentido que le habrían dado personas sensatas de 
la misma condición que las partes, colocadas en las mismas circunstancias”.
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m enéutica la apreciación tuitiva a favor de la parte más débil del con ­
trato, esto es, aquella que no participó en la confección de las condicio­
nes negociales generales que conform an el m ism o”22. A  pesar que h e ­
mos hecho m ención al criterio de la interpretación típica, que toma en 
cuenta un sujeto prom edio del grupo, el intérprete no podrá perder de 
vista la existencia de personas particularm ente débiles, que la actual 
doctrina denomina subconsumidores”23.

Es el caso de sujetos totalm ente inexpertos, com o los niños, los an­
cianos, los analfabetos, o aquellos cuya contratación tenga por objeto 
artículos de prim era necesidad o que lo hagan con una contraparte en 
una situación de especial poder, com o cuando el negocio se celebra con 
un productor que ejerce m onopolio del producto del que se trata.

Según opinión de Alfaro Águila Real, el últim o supuesto constitui­
ría el único caso en el que existiría verdaderam ente una “adhesión ex- 
cluyente del consentimiento” , en virtud que los adherentes no tendrían 
ninguna “opción” válida para contratar, en el mercado. Para estos ca­
sos, resulta necesario que el intérprete aplique el criterio protectorio 
con más rigor, teniendo presente la particular situación de indefensión 
y fragilidad de los sujetos. En este orden, debe tomarse con más energía 
el criterio  de in dubio p ro  consum atore  y su correlativo contra  
proferentem , tom ando en cuenta que la inexperiencia, la ignorancia o 
la necesidad, constituyen circunstancias que les impide ejercer en p le­
nitud la autonom ía de su voluntad.

6. 3. In te r p r e ta c ió n  c o n tr a  p r o fe r e n te m  o  c o n tr a
stip u la to rem

Este principio deriva claramente de la particular situación de supe­
rioridad que tiene el productor en los contratos de consum o, a que ya 
refiriéramos, que consiste en la posibilidad de predeterm inar el conte­

22 Suprema Corte de Buenos Aires, 13/09/94, “Constantino, Héctor A. y otros 
c/ Altuve, Alberto R. y otros”, JA, 1995-II-666, citado por Jorge Mario Galdós, 
“El principio favor debilis en materia contractual”, en Gabriel A. Stiglitz, 
(director), Derecho del Consumidor, N° 8, Juris, Rosario, 1997, p. 46.
23 Santiago Cabanillas Mugica, Responsabilidad civil y protección del consu­
midor, Palma de Mallorca, 1985, p. 173. Citado por Ricardo Luis Lorenzetti, 
Consumidores, nota 46, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2003, p. 223.
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nido contractual. Constituye la contrapartida del principio tratado en 
el numeral anterior, puesto que la facultad de revisión del contenido del 
contrato, fundado en la interpretación de las cláusulas dudosas u oscu­
ras a favor del débil, tiene su punto de partida en la predeterm inación 
de las m ism as por el empresario, y es él quien debe cargar con las 
consecuencias de su obrar contrario a la buena fe.

“Se trata de un aplicación del principio que impone la obligación de 
clare loqui, de hablar claro” 24. Significa que aquel que tuvo la posición 
dominante que le otorga la facultad de establecer las cláusulas negociales 
tiene el deber de ser claro y de no incurrir en abusos. Si contraviene 
estos últim os m andatos, deberá hacerse cargo de las consecuencias, 
que importan que la interpretación sea hecha en su contra.

Observamos en este principio por una parte, la aplicación de la lógi­
ca, puesto que quien debió “hablar claro” y no lo hizo, debe responsabi­
lizarse por ello, por su negligencia; y en otro sentido, cierto afán sancio- 
natorio de la inclusión de cláusulas ambiguas, oscuras, que pudieran 
llevar a equívocos o hacer subrepticiamente más gravosa la prestación 
de la otra parte.

El principio que establece la obligación de hablar claro se encuentra 
expresamente previsto en el artículo 10 de la ley 24.24025; en el Proyec­
to de Código Civil unificado con el de comercio, de 1998, en sus artículos 
90526 y 90627 y en los artículos 4.628, de los principios de U NIDROIT, y 
5103 del Proyecto de Código europeo de los Contratos, del Profesor Olé 
Lando.

24 Rubén y Gabriel Stiglitz, “El control de las cláusulas contractuales predis­
puestas en el Proyecto de Unificación de la legislación Civil y Comercial”, en 
Derecho del Consumidor, N° 2, Juris. Rosario, 1992, p. 42.
25 Artículo 10: [...] La redacción debe ser hecha en idioma nacional, ser com­

pleta, clara y fácilmente legible, sin reenvíos a textos o documentos que no se 
entreguen previa o simultáneamente.
26 Artículo 905: “Redacción de los contratos y cláusulas predispuestas. Los 

contratos predispuestos, y en su caso las cláusulas predispuestas, cuando 
son celebrados por escrito, deben ser redactados de manera clara, completa y 
fácilmente legible”.
27 Artículo 906: “Asequibilidad de las condiciones generales. Las condiciones 
generales deben ser asequibles al no predisponente” .
28 Artículo 4.6: “Si las cláusulas de un contrato dictadas por una de las partes 
no son claras, se preferirá la interpretación que perjudique a dicha parte” .
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6. 4. C o n s e r v a c ió n  d e l c o n tr a t o  d e  c o n s u m o

Este criterio ha sido expuesto al abordar el punto 4.5, del presente 
trabajo, sin embargo, su aplicación resulta aun más estricta, si se quie­
re, en los contratos de consumo; teniendo presente que el fin de éstos es la 
satisfacción de necesidades o deseos, tan instalada en la actual cultura de 
la economía del bienestar. Está particularmente mal vista la frustración 
de estos contratos y con ellos, de las expectativas generadas a las partes.

Nótese que aun para el caso de inclusión de cláusulas abusivas, en un 
contrato de este tenor, la Ley 24.240, en su artículo 3729 establece expre­
samente que se tendrán por no convenidas, y que vista la nulidad de 
éstas, y toda vez que no constituyan el núcleo de las obligaciones pacta­
das, el juez integrará el contrato, justam ente a efectos de su conserva­
ción. Existe una excepción al principio de conservación del contrato, y 
está dado por el supuesto en que ésta traiga consigo perjuicios al consu­
midor, derivado de un particular modo de venta; tal el caso previsto en la 
Ley de Defensa del Consumidor, de las ventas a domicilio30, por corres­
pondencia y otras realizadas fuera del establecimiento mercantil31.

En este caso, la conservación constituiría un m odo de esclavitud 
contractual, dado que la celebración del contrato está rodeada de cir­
cunstancias particulares consecuencias de la aplicación de técnicas 
agresivas de marketing. Estas prom ocionan exageradas virtudes del 
bien o servicio, destacan el status social que brindan y el inconveniente 
de no tenerlos; se realizan fuera del establecimiento mercantil; insisten 
en la urgencia en contratar, en el fenecim iento del plazo de la oferta,

29 Artículo 37: “Sin perjuicio de la validez del contrato, se tendrán por no conve­
nidas: a) las cláusulas que desnaturalicen las obligaciones o limiten la respon­
sabilidad por daños; b) las cláusulas que importen renuncia o restricción de los 
derechos del consumidor o amplíen los derechos de la otra parte; c) las cláusulas 
que contengan cualquier precepto que imponga la inversión de la carga de la 
prueba en perjuicio del consumidor. [ . ]  Cuando el juez declare la nulidad par­
cial, simultáneamente integrará el contrato, si ello fuera necesario”.
30 Artículo 32. “Venta Domiciliaria. Es aquella propuesta de venta de una 

cosa o prestación de un servicio efectuada al consumidor en el lugar donde 
reside, en forma permanente o transitoria o en su lugar de trabajo. En ella el 
contrato debe ser celebrado por escrito y con las precisiones del artículo 10”.
31 Artículo 33. “Venta por correspondencia y otras. Es aquella en que la 

propuesta se efectúa por medio postal, telecomunicaciones, electrónico o si­
milar y la respuesta a la misma se realiza por iguales medios” .
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siempre por adhesión a condiciones generales; en fin, se trata de nego­
cios celebrados bajo presión, que menoscaban aun más la posibilidad de 
reflexión acerca de su conveniencia; que sin embargo debería ser mayor 
por tratarse de una m odalidad de características especiales.

Para este supuesto en particular, la Ley 24.240, en su artículo 3432 
perm ite la liberación del consum idor, la revocación de su aceptación, 
dentro de un plazo determinado. En estos casos y en atención a la inten­
ción del legislador en este supuesto específico, la interpretación debe ser 
a favor de la liberación del consumidor, dejando de lado el principio de 
conservación del contrato, por considerarlo perjudicial.

6. 5. E l p r in c ip io  d e  fu n c io n a lid a d

La doctrina ha señalado que la obligación del vendedor es asegurar 
que la cosa sea apta para su destino33. Este criterio debe aplicarse aun 
con m ayor rigor en los contratos de consumo, teniendo presente su par­
ticular finalidad. Ello implica la existencia de prestaciones adicionales 
que resultan im prescindibles y, generalm ente están im puestas por la 
ley y no tienen carácter opcional, a fin  de obtener la funcionalidad del 
bien o servicio prometido.

Este principio se ve reflejado en disposiciones dispersas en la Ley de 
Defensa del Consumidor. En su artículo 1134, al referirse a las cosas m ue­
bles no consumibles, establece que las garantías deben asegurar su “co­
rrecto funcionamiento” ; el artículo 1735, al hablar de las reparaciones,

32 Artículo 34: “Revocación de la aceptación. En los casos de los artículos 32 
y 33, el consumidor tiene derecho a revocar la aceptación durante el plazo de 
cinco días corridos, contados a partir de la fecha en que se entregue la cosa o 
se celebre el contrato, lo último que ocurra, sin responsabilidad alguna. Esa 
facultad no puede ser dispensada ni renunciada”.
33 Raúl Etcheverry, Derecho Comercial y Económico. Contratos. Parte espe­

cial, Astrea, Buenos Aires, 1991, p. 47.
34 Garantías. “Cuando se comercialicen cosas muebles no consumibles, artí­
culos 2325 del Código Civil, el consumidor y los sucesivos adquirentes goza­
rán de garantía legal por los defectos o vicios de cualquier índole, aunque 
hayan sido ostensibles o manifiestos al tiempo del contrato, cuando afecten 
la identidad entre lo ofrecido y lo entregado y su correcto funcionamiento”.
35 Artículo 17. “Reparación no satisfactoria. En los supuestos en que la repa­
ración efectuada no resulte satisfactoria por no reunir, la cosa reparada, las 
condiciones óptimas para cumplir con el uso al que está destinada [... ]” .
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considera que no resultan satisfactorias cuando la cosa reparada no reúne 
“las condiciones óptimas para cumplir con el uso al que está destinada” .

Adem ás de im poner obligaciones, puede deducirse la incorporación 
del principio que im pone interpretar el contrato con el objeto de obte­
ner la funcionalidad del bien o servicio prometido.

7. Condiciones generales de la contratación

Como ya lo sostuvimos en parágrafos anteriores, los contratos de 
consumo se perfeccionan, la mayoría, a través de instrumentos predis­
puestos y por adhesión.

“Pueden definirse como contratos concluidos por la adhesión en blo­
que por una de las partes (adherente) a las condiciones contractuales 
(condiciones generales de los contratos) predispuestas por el otro 
(predisponente u oferente) sin posibilidad alguna de discutirlas, sin 
perjuicio de que en algunos supuestos quepa añadir alguna cláusula 
particular pactada libremente”36.O también com o “aquel cuyo conteni­
do es im puesto por una de las partes contratantes a la otra sin posibi­
lidad de m odificación o colaboración de esta última en su confección, y 
en el que, además, suelen concurrir las notas de ser empleados por un 
operatore econom ico, hallarse provistos de un contenido tendencial- 
mente uniforme y haber sido predispuestos con la finalidad de ser apli­
cados no a una concreta relación contractual, sino a una pluralidad 
indeterm inada de éstas. Por tanto, brevemente, se pueden considerar 
de adhesión aquellos contratos concluidos mediante condiciones gene- 
rales”37.

A  su vez, en virtud del cariz dado al presente comentario y la inexis­
tencia de una regulación específica en nuestro país, tom arem os com o 
referencia la Ley de Condiciones Generales de la Contratación Españo­
la, de 6 de abril de 1998, que traspusiera la directiva com unitaria 
respectiva.

36 José Antonio Ballesteros Garrido, Las condiciones generales de los contratos 
y el principio de autonomía de la voluntad, J.M. Bosch, Barcelona, 1999, p. 68.
37 Javier Pagador López, Condiciones generales y cláusulas contractuales pre­
dispuestas. La Ley de condiciones generales de la contratación, Marcial Pons, 
Madrid, 1999, p. 22.
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Como punto de partida recordemos su artículo 1.1, cuando expresa: 
“Son condiciones generales de la contratación las cláusulas predispues­
tas cuya incorporación al contrato sea im puesta por una de las partes, 
con independencia de la autoría m aterial de las mism as, de su apa­
riencia externa, de su extensión y de cualesquiera otra circunstancia, 
habiendo sido redactadas con la finalidad de ser incorporadas a una 
pluralidad de contratos” .

“En definitiva, el dato concluyente que se deriva de todo lo anterior 
es que esta form a de contratación perm ite a una parte im poner 
unilateralm ente a la otra sus térm inos contractuales en razón de su 
superioridad social, sin que funcionen los tradicionales m ecanism os 
contractuales o del mercado para garantizar que ese contenido es real­
mente deseado38” .

Ello impone la necesidad de la intervención del Estado, a través del 
llam ado “orden público económico de protección”39, intentando recom ­
poner el equilibrio contractual.

Por otra parte, las condiciones generales de la contratación resu l­
tan una resp u esta  adecuada  a los p rob lem as que p resen ta  la 
m asificación de la contratación y consecuente necesidad de estandari­
zación. “El empleo de condiciones generales perm ite simplificar y ace­
lerar radicalmente la celebración de los contratos reduciendo los costes 
de negociación (tiempo, medios y actividad) que van asociados a la con­
tratación individual (fundada sobre la discusión de cláusulas concre- 
tas)”40.

Este m arco conceptual servirá de base para proponer una referen­
cia a los principios de interpretación que se han establecido específica­
mente para esta m odalidad negocial.

38 José Antonio Ballesteros Garrido, ob. cit., p. 69.
39 Lorenzetti manifiesta que “El problema aquí es que las partes pueden 

haber emitido correctamente su declaración y expresado en consentimiento, 
pero hay una desigualdad económico-social en virtud de la cual no hay discu­
sión, negociación, sino mera adhesión. Estas circunstancias que antes no inte­
resaban al Derecho, sino a la sociología, han sido juridizadas mediante nor­
mas de orden público. Lo que se pretende con este orden público es proteger a 
una de las partes restableciendo el equilibrio contractual”. (ob. cit., p. 27).
40 Jesús Alfaro Águila Real, Las condiciones generales de la contratación, 

Civitas, 1991, Madrid, p. 28.

Completo ANUARIO XI.pmd 72 08/02/2019, 18:25



INTERPRETACIÓN DE LOS CONTRATOS. EVOLUCIÓN DE SUS PRINCIPIOS 73

8. P rincipios de interpretación de las condiciones generales de la
CONTRATACIÓN

Si bien se ha sostenido que “La labor del intérprete debe dirigirse 
pues a la búsqueda del sentido que las partes quisieron dar a sus res­
pectivas voluntades plasm ada en las distintas cláusulas o condiciones 
generales, y en este sentido, su actividad no difiere de la que correspon­
de en la interpretación del contrato en general”41, hem os adelantado 
posición acerca de considerar que el adherente realm ente encuentra 
m uy limitado su ámbito de autonomía de la voluntad, por lo que resul­
tará bastante difícil establecer el sentido que quiso dar a cada cláusula 
predispuesta, cuando no tuvo ninguna posibilidad de modificarlas. En 
virtud de ello, se aplicarán los principios generales ya m encionados 
para la interpretación de los contratos de consum o, principalm ente la 
interpretación típica y contraproferentem  y el favor debilis. “Aquí, en 
el campo de la contratación con condiciones generales es la interpreta­
ción objetiva la que ha de primar, puesto que en estos casos la interpre­
tación buscará siempre el equilibrio de las posiciones contractuales”42.

Es dable hacer hincapié en que la Ley de Condiciones Generales de 
la Contratación española extiende sus efectos a todos los contratos que 
se celebren bajo tal modalidad, excediendo los realizados por consum i­
dores, lo que le otorga una m ayor dim ensión de aplicación y pone de 
manifiesto que también entre empresarios resulta común, en la actua­
lidad, esta form a de instrum entación. E l artículo 6° de la ley citada, 
establece que:

a. Cuando existe contradicción entre las condiciones generales y las 
condiciones particulares específicam ente previstas para ese contrato, 
prevalecerán éstas sobre aquéllas, salvo que las condiciones generales 
resulten más beneficiosas para el adherente que las condiciones parti­
culares.

b. Las dudas en la interpretación de las condiciones generales oscu­
ras se resolverán a favor del adherente.

41 Lucio Martínez de Salazar, “Notas sobre la interpretación de las Condicio­
nes Generales de la Contratación”, Revista La Ley, Año XX, 4791, Madrid, 
1999, p. 2.
42 Silvia Díaz Alabart, Reglas de Interpretación, en Comentarios a la Ley de 
Condiciones Generales de la Contratación, bajo la coordinación de Rodrigo 
Bercovitz Rodríguez Cano, Aranzadi, Elcano, Navarra, 1999, p. 199.
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c. Sin perjuicio de lo establecido en el presente artículo, y en lo no 
previsto en el mismo, serán de aplicación las disposiciones del Código 
Civil sobre la interpretación de los contratos.

Analizaremos los distintos supuestos.

8. 1. R e g la  d e  la  p r e v a le n c ia

Importa que el intérprete, en caso de contradicción entre una condi­
ción general y una cláusula particular, debe estar a lo que disponga 
esta última. El fundam ento deriva de la m ism a lógica. Las cláusulas 
particulares se establecen en base a negociaciones entre las partes; en 
contraposición con las condiciones generales, que han sido establecidas 
por el predisponente para una cantidad indeterm inada de contratos, 
con sujetos, también indeterminados.

Obviamente, aquello que las partes han convenido específicamente 
para el negocio que se interpreta deberá ser tomado com o expresión del 
ejercicio de la autonomía de la voluntad, a diferencia de las condiciones 
generales, que se integran por simple adhesión. A sí las primeras deben 
ser consideradas com o derogatorias de las segundas, que se les opon­
gan.

Resulta atinada la previsión, teniendo presente que las condiciones 
generales se incluyen en un contrato de form a indiscriminada, con ca­
rácter general, m ientras que la condición o cláusula particular sólo 
cobra sentido en el contrato concreto en que se inserta, es decir que 
revela la verdadera y manifiesta intención de las partes respecto de ese 
negocio j urídico.

Parte de la doctrina considera que la regla de prevalencia “no es 
propiam ente una regla de interpretación de los contratos en tanto y en 
cuanto su fin  no es la averiguación del sentido de los mismos o de las 
cláusulas que los com ponen; no es una regla tendiente a la averigua­
ción, sino una regla im perativa sobre la cláusula que habrá de enten­
derse incorporada al contrato entre varias en contradicción (las genera­
les y las particulares)”43.

Se trata de la determ inación de una escala jerárquica de preem i­
nencia, a aplicar en este tipo de negocios. Va de suyo que el hecho que 
en las condiciones generales se incluya una cláusula que im ponga la

43 Silvia Díaz Alabart, ob. cit., p. 202.
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ineficacia de los acuerdos individuales a que pudieran arribar las par­
tes, no empece la aplicación del principio en com entario puesto que lo 
contrario importaría, a través de una cláusula de carácter predispuesto 
y general, derogar lo pactado en ejercicio de la autonom ía de la volun ­
tad. Aun, su inclusión dentro del clausulado general podría interpre­
tarse com o sorpresiva y, por tanto, abusiva.

8. 2. R e g la  d e  la  c o n d ic ió n  m á s b e n e f ic io s a

El artículo 6.1 de la Ley de Condiciones Generales de la Contrata­
ción española44, en su último párrafo, ha incorporado una excepción a la 
regla de la prevalencia, al establecer que el criterio de la condición más 
beneficiosa se aplicará aun cuando ésta se encuentre incorporada den­
tro de las generales y por oposición a una cláusula particular.

Esto significa que en caso de existir contradicciones entre las distin­
tas condiciones generales de un contrato, considerando incorporadas al 
m ism o las incluidas en la publicidad45, la interpretación deberá ser en 
el sentido que resulte más beneficiosa al adherente.

La Ley de Defensa del Consumidor Argentina, no posee una definición 
referida a la colisión entre cláusulas, sin embargo establece el principio 
general de aplicación de la interpretación más beneficiosa para el consumi­
dor en sus artículos 3° 46 y 37 47. Este último, reflejo del favor debilis cons­
tituye el fundamento de la regla de la condición más beneficiosa.

44 Artículo 6.1: “Cuando exista contradicción entre las condiciones generales 
y las condiciones particulares específicamente previstas para ese contrato, 
prevalecerán éstas sobre aquéllas, salvo que las condiciones generales resul­
ten más beneficiosas para el adherente que las condiciones particulares”.
45 Artículo 8° “Ley 24.240. Efectos de la Publicidad. Las precisiones formula­
das en la publicidad o en anuncios, prospectos, circulares u otros medios de 
difusión obligan al oferente y se tienen por incluidas en el contrato con el 
consumidor”.
46 Artículo 3°. “Interpretación. Las disposiciones de esta ley se integran con 

las normas generales y especiales aplicables a las relaciones jurídicas antes 
definidas, en particular las de Defensa de la Competencia y de Lealtad Co­
mercial. En caso de duda, se estará siempre a la interpretación más favora­
ble para el consumidor”.
47 Artículo 37. “Interpretación [...] La interpretación del contrato se hará en 
el sentido más favorable para el consumidor. Cuando existan dudas sobre 
los alcances de su obligación, se estará a la que sea menos gravosa [... ]” .
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La ley española establece un criterio particular, al expresar que en 
todos los casos se aplicará la condición más beneficiosa, aun cuando 
ésta se incluya en una cláusula general, en oposición a lo pactado en 
una particular. Sin embargo, tal vez hubiera resultado más acertado 
limitarse a aquellas cláusulas que no hubieran sido negociadas, puesto 
que lo contrario significa en los hechos proteger al sujeto más alla de lo 
que él mismo quiso hacerlo, al negociar y convenir las condiciones par­
ticulares. Aparentem ente, el fin tuitivo resulta excesivo.

8. 3. R e g la  c o n tr a  p r o fe r e n te m

Este criterio ha sido desarrollado al referirnos a los principios de 
interpretación en los contratos de consumo. Particularmente, el núm e­
ro 2 del artículo 6° de la Ley sobre Condiciones Generales de la Contra­
tación española, establece que “las dudas en la interpretación de las 
condiciones generales se resolverán a favor del adherente” . Es decir que 
las cláusulas oscuras de un contrato deben ser interpretadas en contra 
de quien haya producido tal oscuridad y, en su consecuencia, favorable 
a la otra parte.

Tam bién el Proyecto de Código Civil unificado con el de Comercio, 
de 1998, en sus artículos 103248 y 103349 prescribe esta solución. Idénti­
co criterio adoptan los principios sobre los contratos com erciales inter­
nacionales de UNIDROIT, en su artículo 4.6 50, con una redacción que 
trasluce un ánim o sancionatorio para el predisponente, al decir: “la 
interpretación que perjudique a dicha parte” , com o haciendo surgir la 
responsabilidad del hecho de haber tenido la posibilidad de predetermi­
nar el contenido.

En la mism a tónica del principio de la responsabilidad civil que ha 
virado su óptica desde la búsqueda de un culpable, para sancionarlo, 
hacia el crédito de indem nización para la víctim a, para repararla, v i ­

48 Artículo 1032. “Las cláusulas vagas o ambiguas deben ser interpretadas:
a) en sentido contrario a quien las redactó, aunque se trate de un contrato 
discrecional” [...]
49 Artículo 1033. “Los contratos predispuestos, y las cláusulas predispues­

tas, son interpretados en sentido favorable a la parte no predisponente”.
50 Artículo 4.6: “Si las cláusulas de un contrato dictadas por una de las partes 

no son claras, se preferirá la interpretación que perjudique a dicha parte” .
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gente en el actual derecho de daños; en este ítem, la atención está pues­
ta en el adherente. No se persigue, ya, sancionar al predisponente, sino 
asegurar al débil un crédito a una inform ación veraz.

A lfa ro  Águila Real estima que para que esta regla pueda ser aplica­
da deben concurrir tres requisitos: 1. que la cláusula sea dudosa; 2. que 
la oscuridad sea imputable al predisponente; y 3. que la duda no pueda 
resolverse aplicando los criterios subjetivos de interpretación51. Si bien 
resulta atendible, el desarrollo in extenso de estos supuestos excede la 
extensión del presente artículo.

Aplicando este criterio, la interpretación deberá ser restrictiva para 
el caso que las dudas planteadas por cláusulas oscuras o ambiguas 
im pongan obligaciones al adherente, y expansiva, cuando establezca 
derechos a su favor.

Reiteram os que este principio se encuentra em parentado con el de 
buena fe, y en él tiene su origen; en tanto y en cuanto se exige al 
predisponente una conducta leal y ajustada a la confianza que despier­
ta en la otra parte, y se lo sanciona con una interpretación en su contra 
cuando incumple con el deber de probidad, agravado por la posición de 
superioridad negocial que ostenta al haber tenido la posibilidad de pre­
disponer el texto del contrato.

Don Federico de Castro y Bravo sostiene al respecto: “El fundam en­
to de la regla contra proferentem  es sobradamente conocido. Se basa en 
el principio de la buena fe concretado en el sentido de exigencia de 
autorresponsabilidad al sujeto que realiza una declaración de voluntad. 
A l realizarla, el sujeto tiene el deber de expresarse claram ente (clare 
loqui), por lo que si no lo hace debe pechar con las consecuencias y 
consentir que la duda se resuelva en su contra. La regla establece, por 
lo tanto, una distribución equitativa del riesgo contractual: en concreto 
el adherente, que no ha participado en la elaboración de las cláusulas 
contractuales no tiene por qué com partir los riesgos de una defectuosa 
formulación”52.

Dejam os en claro, sin embargo, que el adherente debe conducirse 
diligentemente, obrando con cuidado y previsión, en los racionales lím i­
tes que le perm ita su condición de profano y las dem ás circunstancias

51 Jesús Alfaro Aguila Real, “La interpretación de las condiciones generales 
de los contratos”, Revista de Derecho Mercantil, N° 183-84, Madrid, 1987, p. 52.
52 Federico De Castro y Bravo, El negocio jurídico, Madrid, 1971, p. 88.
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que eventualmente pueden condicionar su consentimiento, tales com o 
la necesidad o la posición de m onopolio del productor.

9. Conclusiones

Los cambios operados en la noción del contrato, someramente enun­
ciados en este artículo se han visto acompañados, con toda lógica, por la 
evolución de sus principios de interpretación, y ello corresponde al in ­
evitable devenir de la modernidad.

Sin embargo, estim amos que el germ en de los más actuales crite­
rios se encuentra contenido en aquellos que han sido introducidos por la 
Ley 17.711; solamente fueron particularizados y especificados, en un 
afán de hacerlos más fácilmente operativos. Mas el intérprete, tomando 
com o base aquellos principios liminares podría realizar una interpreta­
ción absolutamente actual y ajustada a derecho.

Destacamos, una vez más, el criterio visionario de nuestro hom ena­
jeado, al haber puesto el acento de la reform a de 1968 en aspectos 
axiológicos y morales, que han dado a nuestro ordenamiento de derecho 
privado una impronta ética que refleja el pensamiento y la conducta del 
Dr. Guillermo Antonio Borda, y cuya profundidad permite abordar cual­
quier problemática desde los parámetros de la equidad, que constituye 
la justicia aplicada al caso concreto, poniendo com o centro del sistema 
jurídico privado al individuo, jerarquizando su dignidad y su condición 
de ser humano.

Estos principios han permitido a los operadores del derecho campear 
varios vendavales económicos, sociales y jurídicos, que esperamos no 
vuelvan a repetirse, para bien de toda la com unidad, estableciéndose 
definitivam ente el respeto de los derechos personales y las institucio­
nes, para conseguir la tan ansiada y necesaria seguridad jurídica.
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